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    Para Alma, mi pequeña princesa azteca, que llegó para hacerme doblemente feliz.













    Un pueblo que elige corruptos, impostores, ladrones y traidores, no es su víctima; es su cómplice.




    GEORGE ORWELL


  




  

    POR QUÉ ESCRIBO ESTE LIBRO




    Conocí personalmente a Martín Vizcarra en el 2016, cuando aún era el primer vicepresidente y ministro de Transportes y Comunicaciones de Pedro Pablo Kuczynski. En esa época, yo asesoraba a la segunda vicepresidenta Mercedes Araoz. Por entonces él llegaba a la oficina de la vicepresidencia todos los miércoles después del Consejo de Ministros para conversar con su socia política y aún entrañable amiga. Martín, como le decíamos, era un ingeniero de buenas maneras, algo parco y con una voz grave de locutor de radio que, como tal, parecía recubierto por una pátina de timidez cuando por fin estaba delante de alguien. Hombre inteligente, pero nada cultivado; leer un libro debe ser su prioridad diez. El prestigio de su supuesto buen desempeño como gobernante de Moquegua lo enorgullecía sobremanera, y no dudaba en mencionarlo cada vez que tenía la oportunidad. Entonces se fue convirtiendo en el político que el resto del país empezó a conocer. Como ministro de Transportes, Martín se preocupaba por verse siempre en acción, preferentemente en el campo, revisando puentes, carreteras o intentando destrabar obras de infraestructura. Estaba interesado sobre todo en las apariencias, en la percepción que se tenía de su figura pública como político, y eso demandaba gran parte de sus esfuerzos. Tan pronto como se le presentó un dilema para definir su posición como ministro, prefirió la medianía, la poca claridad, y, finalmente, la renuncia ante la amenaza fujimorista de censurarlo. Le dijo a su cerrado círculo de colaboradores moqueguanos que lo había hecho porque querían imponerle algo en lo que él no estaba de acuerdo: el proyecto del aeropuerto de Chinchero, en el Cusco. Pero esta aparente derrota terminaría por ponerlo en la vereda del frente, haciendo el papel de alfil de sus antiguos adversarios, quienes complotaban una y otra vez para seguir desestabilizando al gobierno de Pedro Pablo Kuczynski sin aceptar el triunfo que este había conseguido en las urnas. Martín necesitaba tiempo para pensar; tiempo y distancia para decidir qué posición debía adoptar para capitalizar su incursión en la política de las grandes ligas, y por eso pidió que lo enviaran a Canadá como embajador. En su cuartel de invierno, esperó paciente mientras analizaba cuál sería su siguiente jugada.




    A partir de ese momento, asistí, desde dentro del Ejecutivo, a la crisis política aguda que terminó con la renuncia del presidente Pedro Pablo Kuczynski y la asunción de Martín Vizcarra; quien regresó de Canadá después de actuar en sociedad con el fujimorismo para ceñirse la banda presidencial y asumir el mando con un encendido discurso que fue aplaudido efusivamente por sus socios naranjas.




    Como asesor de Mercedes Araoz, fui testigo en primera fila del deterioro progresivo e insalvable de su relación con el entonces presidente Vizcarra, debido a que ella se deslindó de su gobierno. Pero la historia la escriben los vencedores, y su decisión de reemplazarlo tras la vacancia que orquestó el Congreso y la respuesta, por parte de Vizcarra, de cerrar el parlamento a través de una «disolución fáctica» que fue aprobada por la ciudadanía, la puso como carne de cañón de una guerra que jamás inició. Desde entonces ha recibido estoicamente los más duros golpes, casi siempre bajos, por parte de la clase política que abrazó al advenedizo Vizcarra, al menos mientras estuvo en el poder. Pero el tiempo le está dando la razón a ella. Lo digo abiertamente porque sé todos los detalles de esta relación que no está incluida en este libro, porque no tengo ni la distancia ni la imparcialidad suficiente para contarla.




    También es cierto que se ha dicho y escrito mucho de Martín Vizcarra Cornejo en los últimos tres años, tiempo en el que se convirtió en actor principal de la política peruana. Hay dos libros sobre él, escritos por dos experimentados periodistas. Uno es la biografía autorizada de Martín Vizcarra. El otro, el de Martin Riepl, tiene el acierto de habernos revelado prematuramente algunos patrones de conducta de un político que empezábamos a conocer. Desde que se escribieron ambos libros han pasado dos años, un tiempo largo para la escena política peruana. Suficiente para desenmascarar al personaje más agazapado. Vizcarra ha sido objeto de defensas apasionadas, también de acusaciones acaloradas: aupado en las calles, quizá con más fanatismo en algunos medios y en las redes sociales; delatado por sus antiguos socios que resultaron ser sus cómplices, por sus ex mujeres y hombres de confianza, y también por un fiscal incansable, que antes él felicitaba y hoy sataniza. Algunos políticos y periodistas, que ayer fueron sus promotores y defensores, y lo aplaudieron efusivamente, hoy son sus más encarnizados detractores y no se guardan ningún epíteto para referirse a sus inconsistencias. Puede ser héroe o villano, dependiendo de con qué cristal lo miren. Ante semejante polarización, generada por el personaje, para escribir este libro, solo hice lo que los periodistas de investigación solemos hacer: indagar en fuentes de todo tipo; acercarme, lo más que pude, a la realidad de los hechos que perfilan a un personaje tan enigmático como evasivo. Esta vez partí con una hipótesis de trabajo, sobre la base de mi experiencia privilegiada dentro de Palacio de Gobierno. Este libro, más que un relato de casos concretos —de los cuales Vizcarra debe explicaciones a su pueblo, al país y a la justicia—, pretende mostrar patrones de conducta de un gobernante que ha hecho de la irresponsabilidad, improvisación, traición y mentira una forma de gestión. Las historias que reconstruí muestran que su prioridad siempre ha sido cuidar su imagen pública; que su interés personal siempre estará por encima del bien común y que su principal política pública es hacer lo que la gente dice querer. Todo siempre con un manto de opacidad que el tiempo normaliza, que el doble rasero olvida.




    Hay una anécdota que parece ser banal, pero es la mejor metáfora de su conducta pública. Martín Vizcarra tiene el cabello lacio, tanto que sus amigos de infancia y adolescencia le decían «pitas», que es el equivalente moqueguano de «trinchudo». A él le enojaba mucho. Desde que pudo, a los diecisiete años, cada dos meses viajaba a Arequipa a ondularse el cabello, eso que las estilistas llaman «hacerse la permanente». Lo hacía en Arequipa porque nadie en Moquegua debía enterarse. Ese es el personaje que tenemos ante nosotros: un hombre que se esfuerza por mostrarnos, permanentemente, una imagen distinta a su naturaleza.




    Mi esfuerzo de honestidad profesional ha consistido en presentarles hechos, pruebas, testimonios atribuibles y evidencias. Más que convicciones, en este libro se impone la primacía de la realidad. No he desarrollado ni teorías ni suposiciones, solo he seguido rastros hasta conseguir evidencias. Viajé a Moquegua e Ilo para reconstruir su gestión como presidente de esa región en el pasado reciente. Pude hablar con decenas de personas que estuvieron cerca de él, bajo sus órdenes o que fueron sus socios en algún proyecto político o empresarial. Hablé con sus mejores amigos, también con sus detractores, los moderados y los más encarnizados. Hurgué en todo tipo de archivos: administrativos, judiciales, periodísticos y hasta académicos. Conversé con periodistas locales, fiscales, jueces, procuradores y consejeros regionales. Mientras escribía este libro lo contacté para entrevistarlo. No tuve suerte. Lo que tengo es una lista de preguntas que he venido preparando desde que lo conocí, y otras más específicas después de investigar su vida pública de manera exhaustiva. La más importante de todas es también la más simple: ¿por qué miente tanto?




    Tampoco tuve suerte cuando pedí entrevistar a su círculo de principales colaboradores, protagonistas de reparto en esta historia. Las fuentes más importantes y reveladoras en mi investigación han sido tres integrantes de la llamada «Muralla Moqueguana», esa barrera infranqueable que Vizcarra construyó a su alrededor, hasta que su incorregible naturaleza se impuso. Aunque Martín Vizcarra no aceptó declarar para este libro, su versión ha sido recogida de las innumerables entrevistas periodísticas que ha dado a lo largo del último tramo de su agitada carrera política, incluso ya como candidato, en dupla con su socio político Daniel Salaverry. Entre ellas se incluyen, también, sus descargos después de ser descubierto como un clandestino vacunado VIP.




    Todo lo que he escrito en estas páginas lo puedo probar. Como periodista profesional, con tres décadas de trabajo, solo he usado las técnicas, herramientas y alertas de mi oficio para reconstruir el perfil de este inescrutable y exitoso político provinciano. El libro lleva la palabra «lagarto» en el título, no con la intención de imprimirle una carga peyorativa al personaje desde el saque, sino porque es el apodo que le pusieron sus hermanos por ser el émulo de su padre. Me lo explicó en su tierra uno de sus primos hermanos tan aprista como lo era su padre. Martín es el «lagarto» de la familia Vizcarra Cornejo, por frío y calculador. Ese apelativo se convirtió en el «lagarto Juan» dentro del Gobierno Regional de Moquegua. Después de leer este perfil, usted decidirá si alguna de las doce acepciones que el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española ha desarrollado para la palabra lagarto le calza a Martín Vizcarra. Por mi parte, estoy convencido de que tenía la obligación de escribir este libro para no traicionar el derecho de saber de la gente, el pilar fundamental de mi profesión. Pongo a su consideración todo lo que sé e investigué de un personaje gravitante para la coyuntura actual del país. Usted sacará sus propias conclusiones. Mi tarea solo consistió en reconstruir el pasado como funcionario público del expresidente, sobre la base de evidencia.




    Lima, febrero del 2021.




    Carlos Paredes
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    EL ÚLTIMO DÍA




    La noche del lunes 9 de noviembre fue la segunda y última vez que el presidente Martín Vizcarra derramó unas lágrimas frente a sus ministros convocados de urgencia1. Lo hizo después de que el Congreso decidió su vacancia con abrumadora mayoría, desde Palacio de Gobierno, sentado al medio de la mesa del gran comedor. Las palabras de Rocío Barrios, quien junto con otras dos ministras pedían que el Ejecutivo se atrincherara en Palacio, emocionó al abatido presidente, que había decidido no dar batalla.




    Lo que Martín Vizcarra hizo en sus treinta y dos meses en Palacio de Gobierno fue repetir el patrón de su conducta como presidente regional de Moquegua. Al no aceptar el trabajo del Congreso como parte del equilibrio de poderes en una democracia representativa, volvió a la fórmula que tan bien le había resultado, cuando en Moquegua coaptó a dos consejeros regionales de oposición para gobernar sin control ni fiscalización. En Lima tuvo que disolver un parlamento imprudente que le facilitó las cosas para felicidad de su asesor político, el argentino Maxi Aguiar. Y para que los peruanos, profundamente decepcionados de su clase política, lo aplaudieran. El nuevo Congreso se instaló en marzo del 2020, el mes en que llegó la pandemia. Este Congreso putativo fue hechura suya, producto de la disolución del anterior, a través de una interpretación de la negación fáctica de la confianza. Sin embargo, ni presentó lista oficialista, ni hizo el esfuerzo por buscar consensos mínimos de gobernabilidad. En cambio, se mostró siempre retador, incluso en su última presentación en el hemiciclo, donde citó una versión periodística imprecisa que atribuía investigaciones judiciales a 68 de 130 parlamentarios. El congresista Fernández Chacón, un hombre de izquierda curtido en el trabajo político, le respondió que la denuncia judicial en su contra era de cuando salía a luchar por la democracia en la dictadura militar. Eso no tenía nada de corrupto.




    También en pandemia le sobrevino un desconocido afán de protagonismo que canalizaba todos los días al mediodía, con largas explicaciones a los más de treinta millones de peruanos que permanecimos recluidos ciento siete días en casa. Lo mostró en su real dimensión. Errático, impreciso, autosuficiente. No convocó al sector privado, rechazó donaciones de oxígeno o equipos vitales, no sabemos si por dogmatismo ideológico o por torpeza inexcusable. Vizcarra aún es indescifrable en su pensamiento ideológico, en su mirada de país, en su forma de entender el mercado.




    Sometió a nuestra economía a un largo y profundo coma inducido, con el loable objetivo de salvar vidas y preservar nuestra salud. Pero esta medida, que buscaba ganarle tiempo, debía complementarse con una serie de acciones que debían buscar fortalecer el sector salud, y no lo hizo o lo hizo mal. Fue uno de los primeros en adoptar esta medida tan dura como necesaria. Recibió aplausos de esperanza y tortas de cumpleaños en esa oportunidad. Pero, al final de la ecuación, llegamos a ser el país con más muertos por cada cien mil habitantes del planeta, además del que tuvo la peor caída de su economía en la región. La tormenta perfecta. No hicimos bien ni lo uno, ni lo otro. En cuanto a las vacunas, siempre dijo que de no haber sido vacado «hubiera» logrado realizar la compra de las vacunas para el pueblo. Lo que no dijo es que, en medio de las negociaciones, decidió vacunarse a escondidas.




    Lo cierto es que en sus últimos meses de gobernante, Vizcarra estuvo descolocado. Hacer control de daño de las mentiras, luego puestas en evidencia, en su intento de encubrir su extraña relación con el no menos extraño Richard Swing lo distrajo del control de la pandemia. También hizo explosionar a su círculo de colaboradores más cercanos, o lo que quedaba de este, después de la razia ejecutada por su incondicional Mirian Morales. De la estridencia, pasamos a las delaciones retardadas, pero no prescritas, que lo distrajeron más todavía. Retrocedió media docena de años para recordar, y así poder defenderse, de cada acusación de corrupción, de entregas de sobres llenos de dinero, de aviones privados pedidos bajo el membrete de responsabilidad social empresarial, de licitaciones amañadas, de obras inconclusas, sobrevaloradas e inservibles. Su defensa a los cargos del Equipo Especial Lava Jato no resistía al escrutinio del más común de los sentidos, menos al talento de la nueva generación de periodistas de investigación. Empezó a usar toda la artillería propia del hombre más poderoso del país para impedir el avance incontrolable del fiscal Germán Juárez Atoche. Cuando en el Congreso se cubileteaba la primera moción de vacancia en su contra, hizo posar a los comandantes generales de la Fuerzas Armadas y de la Policía en uniforme de campaña, detrás de sus ministros del Interior y de Justicia. Una figura nada decorosa para un demócrata. Detuvo la primera vacancia, pero era imposible detener al incansable Juárez Atoche. Entonces provocó la renuncia del prolijo abogado Amado Enco, que apuntalaba desde la Procuraduría Anticorrupción. Sus delatores también recibieron su mensaje de amedrentamiento en forma de un dron que surcaba los techos de sus inexpugnables residencias. Hasta los fiscales se dividieron por él: unos queriendo asumir la investigación, otros defendiendo su trabajo sin abdicar. En esas andaba, hablando más con sus abogados que con sus ministros, cuando le sorprendió una segunda moción de censura. Ni el más catastrofista de los analistas u opinólogos se aventuró a adelantar su caída. Todo lo contrario, parecía un vano intento parecido al primero, aunque esta vez había más detalles de los delatores: hasta un excómplice e intermediario que se entregó a las manos de la justicia ofreció lo que guardaban sus dos teléfonos inteligentes. Pero nada de eso hacía presagiar un final tan fulminante.




    Ese lunes 9 de noviembre, cuando el Congreso cerró su votación después de una larga perorata de la mayoría de sus miembros, el relator anunciaba que había 105 votos por la vacancia, 19 en contra y 4 abstenciones. Eran las 7:23 de la noche. Todos los cálculos le habían fallado al presidente, a su premier y a su operadora política, la joven ministra de Economía Toni Alva. Otra joven ministra, Ana Neyra, la asesora legal del presidente, también había decidido allanarse a lo votado por el Congreso. Su actitud sorprendió a sus colegas, porque durante la anterior moción de vacancia, Neyra había ejercido una cerrada defensa de la causa del presidente, al grado de cometer excesos, como llamar sedición a una supuesta llamada del presidente del Congreso al comandante general de la Marina. Pero esa noche su posición había sufrido un giro de 180 grados. Esto desató las sospechas y la ira de tres de sus colegas mayores, dos de ellas excongresistas y abogadas litigantes. Fueron las únicas que hablaron en ese Consejo de Ministros de despedida, cuando el presidente les anunció que esa noche iba a dejar Palacio. Vizcarra les explicó que no iba a aferrarse al cargo, que no era esa la imagen que quería dejar en la gente, y preguntó si alguien quería hablar. Solo lo hicieron Rocío Barrios, Patricia Donayre y Rosario Sasieta, cuya versión recogimos para este libro. Las tres se la emprendieron contra Neyra, le espetaron enérgicamente que su obligación era defender al Estado. En un momento Sasieta le preguntó enérgica, a boca de jarro, en su mejor versión de «Señora Ley»: «¿Cuánto te han pagado?». Hubo silencio incómodo sin respuesta.




    Poco después, el presidente decidió salir al patio principal de Palacio de Gobierno para anunciar a todo el país que se iba. Su esposa Maribel hacía tres horas que preparaba la mudanza.




    




    

      

        1 La primera vez fue la noche del 30 de setiembre del 2019, el día que decidió disolver el Congreso de la República interpretando fácticamente que se le había denegado la confianza al gabinete Del Solar.


      


    


  




  

    PASTO GRANDE




    Desde épocas inmemoriales, Moquegua ha sufrido de un problema que amenazaba con su desarrollo y con su subsistencia misma: la escasez de agua. Si bien las montañas imponentes que circundan los valles de esta pequeña región del sur del Perú guardan en sus entrañas una riqueza minera incalculable, el único elemento que hace posible el desarrollo de la vida como la conocemos siempre fue un bien escaso y esquivo. El problema es rastreable desde los tiempos precolombinos hasta los estertores del siglo XX, cuando los habitantes de sus valles, esforzados agricultores, solo confiaban en la naturaleza, en que esta fuese lo suficientemente generosa para proveerles de lluvias que asegurasen sus cultivos, hasta que la ingeniería empezó a hacer los primeros estudios, cálculos y diseños para desafiar a la naturaleza con obras que lleven el agua de los ríos, que discurrían del otro lado de las montañas, a los valles de Moquegua e Ilo, el vecino puerto que mira al Pacífico. El pionero fue el ingeniero E. O. Caring, quien trabajó en un proyecto de trasvase hídrico con el nombre de «Derivación del río Vizcachas a la cabecera del río Tumilaca» en 1848, pocos años después de la declaración de nuestra independencia. Desde el siglo XIX se sucedieron media docena de proyectos similares hasta que, en 1986, en el primer gobierno de Alan García, el Instituto Nacional de Desarrollo (Inade) aprobó el estudio de factibilidad para el Proyecto Agroenergético Pasto Grande. El megaproyecto tan reclamado generación tras generación por los moqueguanos empezaba a hacerse realidad con un primer presupuesto y la posibilidad de iniciar el trasvase de las aguas abundantes que discurrían encima de los 4400 metros sobre el nivel del mar a los templados valles de Torata, Moquegua, o al puerto de Ilo, que carecía de un servicio adecuado de agua potable y no tenía una zona de producción agrícola.




    Pasto Grande nació como un proyecto hídrico multipropósito: consumo humano, a través de la potabilización del agua; desarrollo agrícola, con la construcción de represas y canales de irrigación; y generación hidroenergética, aprovechando la fuerza del agua para convertirla en energía que impulsara el desarrollo de la región.




    Con apenas veinticinco años de edad, recién graduado de la Universidad Nacional de Ingeniería (UNI), y con solo una experiencia laboral —haber supervisado la construcción de un puente en el centro poblado Collota, del distrito arequipeño de Cotahuasi—, el joven Martín Vizcarra Cornejo ingresó a trabajar en el Proyecto Especial Regional Pasto Grande como ingeniero de proyecto. Era el primer gobierno aprista. Su padre César Vizcarra Vargas tenía el cargo de secretario general del APRA en la región. Antes había sido prefecto de Moquegua, alcalde, y constituyente en 1979; es decir, tenía los contactos suficientes en el gobierno para conseguirle dicho puesto a su hijo. Pasto Grande había sido reclamado por Vizcarra Vargas cuando fue alcalde provincial electo en 1963, aunque el golpe militar de Velasco, en octubre de 1968, le impidió concluir su mandato. Pero, en 1989, casi veintiún años después, Pasto Grande formaba parte del Proyecto Especial Tacna-Moquegua, y Martín, su tercer hijo, al que consideraba el más ordenado y formal de los cuatro hermanos Vizcarra Cornejo, era el elegido para continuar su obra.




    El primer jefe directo de Martín fue el ingeniero Juan Carlos Liu Yonsen, a quien convocaría, treinta y un años después, como su ministro de Energía y Minas2, aunque esta reunión después de décadas de distanciamiento sería breve y convulsa. De ingeniero de proyectos, Vizcarra pasó a la Dirección de Obras, luego a una corta temporada como director adjunto del ingeniero Eloy Cabrera Ribotti, hasta ser nombrado el director ejecutivo más joven de Pasto Grande, el 14 de mayo de 1989, a los veintiséis años, siempre aupado por su padre. Su gestión duró poco más de diez meses, hasta el 27 de marzo de 1990, cuando fue cesado en las postrimerías del primer gobierno aprista. En enero de 1991, ya con Alberto Fujimori como presidente de la república, Vizcarra reingresó a Pasto Grande y fue nombrado otra vez director ejecutivo; pero en esta segunda gestión el cargo apenas le duró cinco meses. Se enteró de su cese a través de una resolución del Inade publicada en el diario oficial El Peruano3.




    La primera fase de Pasto Grande contemplaba la construcción de tres obras emblemáticas: una presa que lleva el mismo nombre, los canales Umaizo y Pasto Grande, y el túnel Jachacuesta. Inicialmente, todas estas obras estaban presupuestadas en 30 millones de dólares, pero terminaron costando 85 millones más; es decir, 125 millones de dólares en total. El tiempo previsto para la construcción de las obras también se alargó considerablemente, superando las expectativas de los moqueguanos, en especial de los agricultores. Esto desató una serie de críticas por parte de las autoridades, políticos locales y gremios profesionales, como los colegios de ingenieros y abogados de Moquegua, que cuestionaban aspectos técnicos, costos, sobrecostos y plazos de cumplimiento, y advertían de supuestos delitos cometidos por los funcionarios de Pasto Grande que fueron sucediéndose en los tres lustros iniciales del proyecto.




    Estos reclamos llegaron hasta el Congreso de la República en el 2001, cuando, desde el parlamento, se decidió investigar el decenio de Fujimori. El Proyecto Pasto Grande pasó a ser investigado por la Comisión Agraria, que formó un subgrupo de trabajo presidido por el congresista arequipeño Manuel Olaechea García, y estaba integrado por sus colegas Alejandro Oré Mora y Manuel Merino de Lama; quien, paradojas de la política, en el 2020 pasaría de investigador a investigado, acusado de haber promovido un «golpe de Estado» por la vacancia de Vizcarra, tras ser declarado por el Congreso —con 105 votos a favor— con incapacidad moral permanente, lo que le impedía seguir ejerciendo el cargo de presidente de la república. Las denuncias de que Vizcarra había recibido millonarias coimas de empresas constructoras cuando fue gobernador de Moquegua habían sido el argumento. Pero en aquel año, en el 2001, Merino era un discreto congresista tumbesino y Vizcarra, un desconocido exfuncionario de segundo nivel, investigado, básicamente, por la cuestionada y sobrevaluada construcción de un túnel.




    El subgrupo de trabajo se dio la tarea de auscultar todo lo que había pasado en el proyecto emblema de los moqueguanos, bajo el membrete oficial de «Comisión Investigadora de las Presuntas Irregularidades en el Proyecto Especial de Pasto Grande-Moquegua-Inade». Después de varios meses de trabajo, que incluyeron viajes a Moquegua e Ilo para visitar las obras en cuestión, en el 2003 emitió su informe final en el que se encontraba responsabilidad administrativa, civil y penal en una serie de exfuncionarios de Pasto Grande, entre los que estaba el ingeniero Martín Alberto Vizcarra Cornejo, dos veces su director ejecutivo. A Vizcarra se le cuestionó por haber insistido en licitar el túnel Jachacuesta sin tener concluidos los estudios previos de ingeniería, menos un estudio de impacto ambiental, solo amparado en un expediente técnico hecho por el consorcio Asesores Técnicos Asociados (ATA), lo que era insuficiente. Por cierto, ATA es la misma empresa de José Manuel Hernández que después resultaría clave en por lo menos dos obras emblemáticas de la gestión de Vizcarra como presidente regional, una docena de años después: Lomas de Ilo y el Hospital de Moquegua. Según los testimonios de cuatro empresarios —acogidos a la colaboración eficaz con la justicia anticorrupción—, y del propio Hernández, fue él quien fungió de intermediario en las supuestas coimas que recibió Vizcarra, en cómodas cuotas periódicas, del consorcio Hospitalario Moquegua (constituido por las empresas ICCGSA-INCOT) para ganar la buena pro en la construcción del hospital moqueguano. Diecisiete años antes de que Hernández y sus teléfonos inteligentes delataran a Vizcarra, una comisión investigadora del Congreso había esclarecido un patrón en la actuación del ahora expresidente como funcionario público en la ejecución de una obra de infraestructura pública: una buena cuota de improvisación (falta de estudios técnicos o estos fueron mal hechos o insuficientes), otro tanto de irresponsabilidad (empezar a construir a ciegas o negligentemente), salpicado de sospechas y denuncias de corrupción que terminaron costándole mucho más dinero por las obras al erario (adicionales que incrementaron considerablemente el presupuesto inicial). Todo esto al final se denunció, se investigó y hasta llegó al Ministerio Público en calidad de denuncia penal. Pero siempre Vizcarra logró salir indemne. Da la impresión de que tiene la fórmula mágica e infalible de lograr que las investigaciones fiscales nunca lleguen al Poder Judicial, o por supuesta falta de pruebas, o por conductas penales atípicas, o por prescripción, o por alguna razón que sus abogados se sacaron de la manga y ciertos fiscales aceptaron4. Este know how o patrón de conducta Vizcarra lo repitió en sus cuatro años como presidente de la región Moquegua en las tres obras de infraestructura emblemáticas que hizo: la represa de Chirimayuni, el proyecto de irrigación Lomas de Ilo y el Hospital de Moquegua. Experiencia en estos menesteres, en escabullirse de manera extraña de las investigaciones fiscales o judiciales, no le faltaba.




    El informe final de la comisión investigadora parlamentaria, presidida por el congresista Manuel Olaechea García, concluyó que la licitación improvisada e irresponsable hecha por Martín Vizcarra para la construcción del túnel Jachacuesta causó un gran perjuicio al Estado: se licitó por casi 17 millones de dólares y terminó costando 64 millones (286 % más que el presupuesto de adjudicación). Para eso se aceptaron 19 adicionales al consorcio constructor y 21 ampliaciones de plazo, lo que le sumó a la obra 780 días más por las constantes ampliaciones5. En el punto 10 de las conclusiones del informe final de la Comisión Olaechea, se lee textualmente:




    Por lo expuesto, en los puntos anteriores, hay una evidente responsabilidad funcional, administrativa, civil y la comisión del delito de malversación de fondos en que ha incurrido el Ing. Martín Vizcarra Cornejo, además de haber incurrido en contradicciones (Falsedad Genérica) entre lo expuesto en la Comisión y la documentación recibida, en cuanto al avance de obra y pagos irregulares efectuados durante su período como Director Ejecutivo del Proyecto Pasto Grande.




    Era la contundente conclusión de una comisión investigadora del Congreso que se había tomado el trabajo de revisar con asesores expertos tanto los temas de ingeniería como los legales de los contratos, ampliación de plazos, adendas y pagos adicionales. Que una obra termine costando 280 % más que su precio calculado inicialmente no solo revela supina improvisación e irresponsabilidad en su planeamiento técnico, sino que genera genuinas sospechas de que algo irregular pasó ahí. «Un funcionario público no puede ser tan ineficiente», pensaron los parlamentarios que investigaron su gestión.




    En la investigación, los congresistas y sus asesores entrevistaron a muchos funcionarios y exfuncionarios de Pasto Grande, y, claro, también incluyeron la versión de Vizcarra6. Hubo dos testimonios que para los miembros de la comisión fueron esclarecedores en la tarea de dilucidar la actuación de Vizcarra en el Proyecto Pasto Grande. Su exjefe Eloy Cabrera Ribotti, director ejecutivo mientras Vizcarra era su adjunto, dijo que él se opuso a licitar prematuramente el túnel Jachacuesta, pero que al poco tiempo fue defenestrado del cargo. El asesor técnico de Cabrera Ribotti, el ingeniero Fernando Fuch Valdez, declaró bajo juramento ante la comisión investigadora que Vizcarra prácticamente armó la licitación como un traje a la medida para el Consorcio ICE-Cáceres-Guiconsa, controlado por el exministro de Economía y Finanzas de Fujimori Jorge Camet Dickmann. Es más, aseguró que el entonces director ejecutivo de Pasto Grande, el ingeniero Martín Vizcarra, junto con su padre César Vizcarra Vargas, se había reunido con Camet Dickmann en unas oficinas privadas del Hotel de Turistas de Moquegua en pleno proceso de licitación del túnel Jachacuesta. Cuando se le preguntó por la reunión con Camet en un hotel, Vizcarra sostuvo —como lo hizo después en el caso de sus visitas a otras empresas durante la construcción de Lomas de Ilo— que se trataba de una reunión técnica de trabajo.




    El contrato de construcción del túnel se firmó, contra viento y marea, el viernes 27 de octubre de 1989 cuando Vizcarra era el director ejecutivo del Proyecto Especial Regional Pasto Grande7 y Jorge Camet Dickmann el presidente de la Confederación Nacional de Instituciones Empresariales Privadas (Confiep), el gremio de los empresarios en el Perú. Poco tiempo después sería nombrado ministro de Industrias, cuando su empresa estaba iniciando la construcción del túnel.




    Las conclusiones de la comisión investigadora presidida por Olaechea, entregadas en la primera legislatura del 2002-2003, fueron incorporadas en la comisión liderada por el congresista Ernesto Herrera Becerra, un hombre de izquierda democrática, obrero metalúrgico en Ilo y dirigente sindical, que había llegado a ser alcalde de su ciudad, y al que se le encargó presidir una megacomisión encargada de cumplir las conclusiones y recomendaciones a las que arribaron cinco comisiones investigadoras del período gubernamental de Alberto Fujimori (1990-2000), entre las que estaba la comisión investigadora presidida por el congresista Manuel Olaechea. Esta comisión especial la integraron experimentados congresistas como Javier Diez Canseco Cisneros, Rafael Rey Rey, Javier Velásquez Quesquén y Heriberto Benites. En un dictamen en mayoría, con la abstención de Rafael Rey, la comisión recomendó denunciar por los presuntos delitos de peculado y malversación de fondos a los exfuncionarios de Pasto Grande y a quienes resultaran responsables.




    Más de tres lustros después, el excongresista Ernesto Herrera me recibe en el lobby del hostal de su propiedad en el puerto de Ilo, su ciudad. Sentado en un sofá, a tres metros de distancia, con un tapabocas en la cara —como exigen los protocolos sanitarios en tiempos de pandemia— me explica que la comisión que él presidió presentó conclusiones genéricas y, como el Congreso hace una investigación de carácter político y no judicial, trasladaron la información al Ministerio Público para que fuese esa instancia la que analizara el tema de responsabilidad penal individual de cada exfuncionario. Me explicó que los asesores legales de la comisión que presidió le advirtieron que era improbable que estos casos tuvieran una sanción efectiva en el Poder Judicial. Habían pasado más de nueve años desde que se había liquidado el túnel Jachacuesta (marzo de 1994) y, cuando este grupo parlamentario presentó su dictamen final (julio de 2003), los delitos contra la administración pública que se imputaban a algunos exfuncionarios de Pasto Grande, como Martín Vizcarra, tenían una sanción máxima de ocho años, según el Código Penal vigente. Es decir, esos delitos habían prescrito. La vía judicial para sancionarlos prácticamente estaba cerrada. Así un fiscal diligente hubiera probado el delito, denunciado y llevado el caso a un juzgado penal, los imputados hubieran presentado una excepción de prescripción, que no es otra cosa que decir «cometí el delito, pero el Estado ya no me puede perseguir porque el tiempo hizo su trabajo, extinguió la responsabilidad penal». Herrera, ahora dedicado a administrar su hostal y a pintar cuadros como terapia de distensión, me dijo que se pudo hacer más con los exfuncionarios de Pasto Grande, quedaba la sanción administrativa, como inhabilitarlos para la función pública hasta por diez años. Pero todo quedó en el archivo. En el olvido.




    Herrera me explicó que, teniendo en consideración esta realidad inamovible y como una advertencia a los magistrados que no cumplen con su trabajo por desidia o por corrupción, dejando prescribir los delitos o de plano archivándolos, la comisión parlamentaria recomendó que deberían ser denunciados ante el Ministerio Público por presunto delito de prevaricato el fiscal y el juez de primera instancia de la provincia Mariscal Nieto, en Moquegua, que archivaron una denuncia anterior, presentada en contra los exfuncionarios del Pasto Grande, en el año 2000. Se refería a aquella veintena de exfuncionarios de Pasto Grande que no fueron, finalmente, investigados en el Poder Judicial. Entre ellos se contaba Martín Vizcarra8.




    En julio del 2003, el congresista Rafael Rey Rey elaboró un dictamen en minoría e individual con algunos matices respecto al de sus otros cuatro colegas, básicamente exculpando al exministro de Economía de Fujimori Jorge Camet Dickmann por la relación de su empresa en la construcción del túnel Jachacuesta. Rey sostenía, por ejemplo, que las reuniones de Camet con el entonces director ejecutivo de Pasto Grande, Martín Vizcarra, eran de trabajo y las hizo como representante del consorcio ganador de la licitación para construir el túnel, que no era aún ministro de Estado, por lo tanto, no habría incurrido en delito de tráfico de influencias u otros similares. Si bien Vizcarra se reunió con él en lugares ajenos a las oficinas de Pasto Grande —lo hicieron en el Hotel de Turistas, donde Camet se alojaba en Moquegua, junto con el padre de Vizcarra, en ese momento dirigente del partido de gobierno, el APRA—, para Rafael Rey eso no era ilegal. Lo que no tuvo en cuenta en su dictamen fue que Jorge Camet Dickmann había sido ministro de Industrias de Fujimori desde abril de 1992, y que al año siguiente fue nombrado ministro de Economía, donde permaneció hasta fines de 1997. El túnel que construía un consorcio manejado por su empresa JJ Camet Contratistas recién se terminó en marzo de 1994. Es decir, durante tres años y once meses Camet fue ministro de Estado —en la estratégica cartera de Economía, la que transfiere los fondos a proyectos especiales como Pasto Grande—, y contratista de una de esas obras, a la vez9.




    Las tierras de Estuquiña y la ruta del dinero




    Entre los objetivos fundamentales del Proyecto Especial Regional Pasto Grande estaba incorporar nuevas tierras al desarrollo agrario de la región: miles de hectáreas convertidas de eriazas a agrícolas gracias al agua trasvasada de las alturas a través de represas y canales de regadío. Es lo que en la nomenclatura de gestión pública se llama «ampliación de la frontera agrícola». En la década de los años noventa, el gobierno de Fujimori conformó un Comité Especial de Privatización (Cepri) para vender, vía subasta pública internacional, al mejor postor las tierras que se iban ganando a la agricultura en los diferentes proyectos de irrigación de la costa peruana, como Chavimochic, Olmos, Jequetepeque-Zaña, Majes-Siguas, Chira-Piura, Chinecas y Pasto Grande. El concepto económico de estas grandes obras de infraestructura era que el Estado invertía dinero público o de préstamos multilaterales para llevar agua a extensas tierras desérticas de la costa peruana, mientras que los privados serían los que producirían en ellas, en el marco de un contrato que suponía compromisos de inversión de los compradores con bases previamente establecidas. Si se comparan los precios de venta por hectárea con lo invertido para llevar el agua hasta ellas, quedaba claro que la inversión estatal era mucho mayor que el precio promedio que cobraban por ellas. La idea era generar centros de producción agroexportadora en la costa peruana, siguiendo, de alguna manera, el ejemplo de Chile. Ciertamente, en Ica, al sur de Lima, y en el norte del país, en zonas como Virú, Olmos o Chavimochic, se ha logrado el objetivo de convertir el desierto en cientos de kilómetros verdes que producen toneladas de fruta y verduras que exportamos a diversos mercados internacionales. Esto también ha sido posible por la firma de una veintena de tratados de libre comercio que nos han abierto inmensos mercados en todo el mundo: Norteamérica, Europa y Asia, especialmente la China.




    A la subasta de tierras le siguió la aprobación de una ley temporal de promoción del sector agroindustrial que, además de una serie de subsidios y beneficios tributarios para los inversores, planteaba un régimen laboral especial para los trabajadores estacionales de la agricultura tecnificada. Se trata de la tantas veces debatida Ley 27360, también conocida como «Ley Chlimper», porque fue promovida por el entonces ministro de Agricultura del tercer y cuestionado gobierno de Alberto Fujimori, José Chlimper Ackerman. Esta fue promulgada el 30 de octubre del 2000 y se supone que era de plazo temporal, pero fue ampliándose sucesivamente. La última ampliación por diez años la dio Martín Vizcarra en el 2019. Esto ocasionó una serie de manifestaciones violentas en Ica y Trujillo a finales del 2020, en plena pandemia, y concluyó con la derogación de la norma.




    Desde la academia se han hecho estudios para calcular el nivel de subsidio en cada hectárea de los grandes proyectos de irrigación hechos en el Perú en los últimos cincuenta años. Uno de los más acuciosos investigadores de los proyectos de irrigación es el economista Lorenzo Eguren Ciurlizza10. Según su investigación, hasta el 2012 Pasto Grande había logrado vender 1043 hectáreas a un precio promedio de 1221 dólares por hectárea. En sus cálculos económicos, Pasto Grande gastó, en obras de infraestructura (represas, túneles, canales, etcétera), alrededor de 1872 dólares por hectárea convertida de eriaza a agrícola. Con esos números, su conclusión fue que el Proyecto Especial Regional Pasto Grande en Moquegua había subsidiado con alrededor de 650 dólares cada hectárea vendida, es decir, un promedio del 35 % del precio. El mismo estudio de Eguren Ciurlizza estableció que Pasto Grande había realizado tres procesos de licitación pública internacional hasta el 2012, uno de ellos fue el que se llevó a cabo en 1998, para vender 132 hectáreas en las pampas de Estuquiña, una zona cercana a la ciudad de Moquegua11.




    El Comité Especial de Privatización (Cepri) que tuvo a su cargo la venta de las tierras en las pampas de Estuquiña, en el Centro Poblado Los Ángeles del distrito de Moquegua, fue la Cepri-Chavimochic, que se formó para vender las tierras de gran proyecto agroindustrial del norte. Se consideró que no hacía falta formar otro Cepri solo para las tierras de Pasto Grande, que eran mucho menores que los otros proyectos de irrigación de la costa peruana. El empresario Arturo Woodman Pollit fue el presidente del Cepri cuando se vendieron las 132 hectáreas de Estuquiña. El proceso empezó en el primer trimestre de 1998 con la publicación de las «Bases de la Subasta Pública Internacional de las Tierras del Proyecto Especial Regional Pasto Grande». Uno de los interesados en esta licitación fue el Consorcio Estuquiña, de propiedad de los hermanos Vizcarra Cornejo, formado por las empresas Agrotécnica Estuquiña S. A. y C&M Vizcarra Constructoras SAC. En este proceso, como en todos los similares, el Cepri estableció el precio de mercado de cada hectárea como «el valor de la tierra mínimo de acuerdo con el costo de oportunidad o alternativa de precio de compra de tierras similares», como explicaban los documentos internos del Cepri. Este precio mínimo no se pudo mantener y se optó por bajarlo para hacerlo atractivo. Finalmente, el lunes 6 de abril de 1998 se vendió un lote de 60 hectáreas de tierras agrícolas ubicadas en el Área Piloto de Irrigación de la zona conocida como la Pampa de Estuquiña. Hubo dos postores, el Consorcio Estuquiña —de propiedad de los cuatro hermanos Vizcarra Cornejo— y la señora Agustina Gregoria Cahuana de Conde, una comerciante nacida en Tacna que pocas horas antes de la subasta desistió dejando el proceso con un solo postor, al que terminaron adjudicando las tierras con una oferta económica de 90 001 dólares por el valor de la tierra y un compromiso de inversión de otros 90 mil dólares a ejecutarse en tres años. Pagaron una cuota inicial del 24 % de su oferta (21 262 dólares) y el saldo (68 739 dólares) se financió a siete años, con una tasa de interés LIBOR a 180 días más 2 %. Lo curioso de esta licitación es que la otra postora, la señora Agustina Cahuana, mantenía una relación comercial, como proveedora de alimentos, con la empresa C&M Vizcarra Constructores. Ella, una pequeña comerciante, dedicada a la venta de alimentos, bebidas y tabaco, acogida al régimen especial de la Sunat, autorizada solo a emitir boletas de venta, no tenía capacidad para poder hacer una oferta económica en esta subasta. No podía comprar un terreno de 60 hectáreas, menos comprometerse a invertir miles de dólares para empezar a producir en ellas. Probablemente, alguien le dio el dinero para comprar las bases e inscribirse, e hizo que desistiera horas antes de presentar las ofertas en sobre cerrado. Si no había por lo menos dos postores, la subasta se declaraba desierta. Todo indica que la idea era dejar a un solo postor en la subasta pública. Sea como fuere, lo cierto es que los hermanos Vizcarra se hicieron de un terreno supuestamente de 60 hectáreas pagando únicamente 21 mil dólares, teniendo un largo plazo de siete años para terminar de pagar con una tasa de interés envidiable para el Perú. Pero eso no es lo cuestionable, lo raro es que en todo el proceso de licitación se habló siempre de 60 hectáreas (600 mil metros cuadrados), pero tanto en la escritura pública de la compraventa del terreno de Proyecto Especial Regional Pasto Grande al Consorcio Estuquiña como en la ficha registral respectiva se consignan 131,82 hectáreas de terreno12. Otra curiosidad de este proceso es que, tanto en la inscripción de postores como en la oferta económica y de inversión que hacen los hermanos Vizcarra Cornejo, estos siempre actúan como Consorcio Estuquiña, pero los contratos y la inscripción registral es con Agrotécnica Estuquiña, que, en rigor, es una persona jurídica distinta a la que postuló.




    Es más, revisando la bitácora de este proceso de subasta pública internacional —que se conserva en el acervo de Proinversión, la institución que reemplazó a la Cepri— había hasta seis circulares firmadas por Alejandro Seminario Duany, miembro y secretario ejecutivo del Cepri-Chavimochic, a través de las cuales se cambiaron algunas reglas de juego de esta subasta. En la circular número 1, de fecha 22 de enero de 1998, se modifica de siete a diez años el plazo de financiamiento, incluidos cuatro años de gracia. En la circular 3, firmada por el mismo Seminario Duany el 17 de marzo de 1998, se da respuesta a seis preguntas sobre el proceso hechas por el ingeniero Mario Vizcarra Cornejo a nombre del Consorcio Estuquiña (siempre consorcio, nunca como una de las dos empresas que conformaban esa asociación, Agrotécnica Estuquiña). Los interesados en el terreno tenían dudas acerca del procedimiento para garantizar el cumplimiento del compromiso de inversión, es decir, qué les pasaba si no cumplían con empezar a producir en esas tierras. Esta consulta tenía mucha lógica, como lo mostraría su posterior actuación.




    Las circulares 4, 5 y 6 fueron para postergar el plazo de fecha de cierre del contrato de compraventa de los terrenos de Estuquiña, adjudicados en la subasta por los hermanos Vizcarra Cornejo, trámite que finalmente se realizó el viernes 17 de julio de 1998. Esta serie de postergaciones no tendría otro objeto que cambiar el tamaño del terreno adquirido por el Consorcio Estuquiña, que pasó de 60 a 131,82 hectáreas, 120 % más hectáreas de las que originalmente compraron en subasta pública organizada por el Cepri. También se cambió la identidad del comprador: pasó de Consorcio Estuquiña a Agrotécnica Estuquiña. Así quedaron oficializados los trámites notariales y registrales hechos recién en el año 1999.




    Han sido todo un misterio estos dos cambios fundamentales en beneficio de los compradores. Una explicación lógica podría ser que, ante tantos activos que tenían por vender, el Cepri prefirió solucionar de una manera pragmática la subasta de las Pampas de Estuquiña para salir del tema. Seguramente su interés era presentar resultados en azul de su gestión. En esa subasta solo se había presentado un postor y hacer cuestión de Estado 72 hectáreas adicionales —que no eran terreno plano, sino laderas y cerros—, probablemente, no les pareció relevante. Querían terminar el proceso. Y así lo hicieron, para felicidad de los hermanos Vizcarra Cornejo. Pero es algo que nunca ha quedado explicado en los anales del Cepri.




    Si la diferencia de hectáreas entre lo que se subastó y lo que terminó inscribiéndose en Registros Públicos como compra del Consorcio Estuquiña ya es un misterio, lo que vino después con estas 131,82 hectáreas de terreno cerca de la ciudad de Moquegua deja de serlo para convertirse en un lacerante fraude, una sacada de vuelta impune a un contrato. Los ganadores de la subasta pública han incumplido flagrante y sistemáticamente el décimo tercer punto del contrato que firmaron con el Cepri: no invirtieron en tres años para empezar a producir estas tierras. Nunca sembraron ni una lechuga. También incumplieron el contrato vendiendo trece lotes de menos de 20 hectáreas: traspasaron a terceros lotes que van entre una, tres y diez hectáreas cada uno, que no son para producción agrícola mediana e intensiva, como era el espíritu de este proyecto agroindustrial. En el colmo de la desnaturalización del proyecto Pampas de Estuquiña, los hermanos Vizcarra Cornejo intentaron cambiar el uso de estas tierras agrícolas a urbanas para luego lotizarlas como para viviendas y locales comerciales. De la agricultura querían dar el salto superrentable al negocio inmobiliario, pero el Ministerio de Agricultura les rechazó la solicitud por razones obvias.




    Esta propiedad de 132 hectáreas, compradas a la irrisoria suma de 90 mil dólares, en estas dos décadas ha sido hipotecada a dos entidades bancarias por cifras que superan los 2,6 millones de dólares, para garantizar negocios inmobiliarios de la otra empresa de Martín Vizcarra, C&M Vizcarra Construcciones SAC. El fiscal Germán Juárez Atoche tiene en esta trama una veta interesante para seguir con sus pesquisas y rastrear el dinero que los colegas constructores del expresidente aseguran haberle entregado en calidad de soborno para favorecerse con obras públicas. Hay una hipoteca de esta propiedad por 2 636 400 dólares a favor de Interbank que fue levantada en setiembre del 2014, lo que coincide con las supuestas coimas. Con la prerrogativa de levantar el secreto bancario y tributario del investigado y de sus empresas relacionadas, el fiscal del Equipo Especial Lava Jato podría esclarecer el origen de los fondos para levantar las hipotecas bancarias de las empresas familiares.




    Han transcurrido más de veintidós años, las pampas de Estuquiña siguen siendo eso, terrenos baldíos sin producción agrícola alguna. Han sido lotizados en catorce parcelas, vendidas por la empresa Agrotécnica Estuquiña a mucho más dinero que los 680 dólares por hectárea que terminaron costándoles a los hermanos Vizcarra Cornejo. Cuando los reporteros han viajado hasta las pampas de Estuquiña han encontrado una zona atomizada, con algunos posesionarios que dicen haber comprado lotes menores y ahora reclaman sus respectivos «títulos de propiedad», o sea, que se les transfiera la propiedad a través de una inscripción en los Registros Públicos. Incluso un agricultor anciano, el señor Ricardo Mendieta, junto a su hija Ana, mostraron un recibo como constancia de haber pagado 4500 dólares por siete hectáreas y ahora reclaman al gerente general de la empresa que les vendió, Mario Vizcarra Cornejo, el hermano del expresidente, que les firme la transferencia. En los primeros días de enero del 2021 el Jurado Electoral Especial (JEE)–Lima Centro 2 excluyó al expresidente Vizcarra como candidato al Congreso de la República debido a que omitió declarar que era dueño del 30 % de las acciones de la empresa Agrotécnica Estuquiña S. A. El JEE advirtió que aun cuando la empresa había sido dada de baja en Sunat de oficio desde el 2007 por inactividad, en el 2015 se había inscrito en Registros Públicos un poder a favor de Martín Vizcarra. Es decir, omitió declarar su participación en una empresa que tiene un patrimonio avaluado, mínimo, en 2,5 millones de dólares. Por eso fue excluido. Como era natural, Vizcarra apeló la sanción, pasando a instancias del Jurado Nacional de Elecciones (JNE) como la última decisión. El jueves 21 de enero del 2021, los cuatro integrantes del JNE escucharon los alegatos del abogado de Vizcarra, Fernando Ugaz. Terminada la audiencia la causa quedó al voto. La legislación vigente estipula que el pleno del JNE tiene hasta tres días para emitir la resolución. Con plazos vencidos, la resolución fue publicada extrañamente en la madrugada del miércoles 3 de febrero desestimando la exclusión de Vizcarra. Inusual la hora, pero sobre todo escandaloso el fallo que contraviene la jurisprudencia en casos similares.




    Si el fallo ya era escandaloso, la historia de cómo se cambió dos votos después de decididos tiene un sello montesinista, según la crónica del periodista Ricardo Uceda publicada en el diario La República el martes 9 de febrero bajo el título de «El cambiazo». Según la investigación de Uceda, el abogado trujillano Jovián Sanjinez, representante de los decanos de facultades de Derecho de universidades públicas ante el JNE y el presidente de este organismo, el juez supremo Jorge Luis Salas Arenas, variaron sus votos para admitir la candidatura de Vizcarra. Luego modificaron tres votaciones de casos análogos para dar una muestra de supuesta coherencia. Todo en medio de una opacidad que enturbia el proceso electoral. Lo relevante es que el hermano del presidente del JNE es amigo de Vizcarra desde que era el cardiólogo de cabecera de su madre Doris Cornejo. Probablemente por esa amistad, cuando Vizcarra fue presidente regional firmó una resolución exonerando de responsabilidad administrativa al médico Héctor Salas Arenas por un contrato irregular de servidores que hizo como director regional de salud de Moquegua.




    




    

      

        2 La gestión de Juan Carlos Liu Yonsen como ministro de Energía y Minas duró cuatro meses y siete días. Se vio obligado a renunciar después que la prensa denunció que su empresa fue consultora de Odebrecht mientras él era asesor del ministerio cuando se definía el futuro del gasoducto Sur Peruano. Se dijo que en su hoja de vida no había consignado esa relación laboral con la corrupta constructora brasileña.


      




      

        3 La segunda vez que el ingeniero civil Martín Vizcarra Cornejo fue designado director ejecutivo del Proyecto Pasto Grande fue el martes 15 de enero de 1991. Después de exactamente cuatro meses y veintiséis días, el martes 11 de junio de 1991, a través de la Resolución Jefatural N.° 123/91-INADE, fue cesado abruptamente del cargo.
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